ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA                               

                                                       RADICACIÓN: 660013187003201600071
                                                                ACCIONANTE: JORGE LUIS ACOSTA VERGARA vs. ICETEX 

ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN  


Providencia:


SENTENCIA DE TUTELA – 2ª Instancia - 20 de octubre de 2016

Radicación Nro. :


660013187003201600071

Accionante:


JORGE LUIS ACOSTA VERGARA.
Accionados:


ICETEX.

Proceso:



Acción de Tutela

Magistrado Ponente:

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Tema:



DIGNIDAD HUMANA – MÍNIMO VITAL – PETICIÓN / NIEGA / CONFIRMA / EL ACCIÓNATE NO CUMPLIÓ CON LAS CARGAS QUE LE ERAN PROPIAS EN LA RENOVACIÓN DEL CRÉDITO / “Por lo anterior, en este caso en concreto se puede dar aplicación al principio conforme al cual nadie puede alegar en su favor su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), toda vez que como se dijo antes, el accionante es el responsable de los hechos que hoy alega por medio de la tutela y que procura subsanar por los problemas presentados al momento de actualizar los datos de su crédito cuando el mismo es conocedor de los trámites y términos para su renovación, si se tiene en cuenta que desde el año 2012 ha realizado varias solicitudes en tal sentido, lo que se infiere de las diferentes solicitudes que el actor ha realizado para los respectivos desembolsos en la mencionada página web (folio 15).”
(…)

“Así las cosas, este Tribunal no advierte vulneración alguna de los derechos fundamentales del accionante, quien a la fecha tiene un saldo pendiente de cancelar al ICETEX por la suma de $159.29, de acuerdo al certificado expedido por la Coordinación de Cobranza del ICETEX (folio 24) y sólo vino a presentar la demanda de tutela el 17 de agosto de 2016; es decir, luego del vencimiento del plazo para renovar su crédito que fue el 15 de agosto de este año (folio 13).”
“Ahora bien, esta instancia obtuvo una copia del fallo de tutela mencionado por el accionante, mediante el cual el Juzgado 2º Civil del Circuito de esta ciudad el 11 de febrero de 2016 tuteló el derecho fundamental de educación al señor Acosta Vergara  y ordenó al ICETEX que procediera a realizar el desembolso reclamado por el mismo, el que según los hechos expuestos en esa demanda de amparo tienen que ver con el crédito de “sostenimiento” el cual había sido aprobado por el ICETEX desde el año 2012.  En dicha sentencia, el juzgado aludido le advirtió al Instituto  que se abstuviera de incumplir el contrato pactado con el accionante en caso de futuros desembolsos para que se evitara sanciones legales (Fls. 4-11, cuaderno de segunda instancia). Lo que significa que el accionante una vez demuestre que se encuentra al día con el ICETEX, podrá acudir solicitar el correspondiente desembolso  del sostenimiento, de acuerdo a la orden del Juzgado 2º Civil del Circuito de Pereira, o en su defecto, promover el respectivo incidente de desacato frente a este fallo.”
Citación jurisprudencial: Sentencia T-743 de 2013. / 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL
     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinte (20) de octubre de dos mil dieciséis (2016)

Aprobado por Acta No.956
Hora:  11:00 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el accionante, el señor Jorge Luis Acosta Vergara en contra del fallo emitido el 31 de agosto de 2016 por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada en contra del ICETEX. 
2. ANTECEDENTES
2.1. Informó el señor Jorge Luis Acosta Vergara que en el año 2012 solicitó un crédito de sostenimiento educativo con el ICETEX, el cual fue aprobado para sus estudios superiores de Química Industrial en la Universidad Tecnológica de Pereira, el que desde entonces ha sido renovado cada semestre. Adicional al crédito de sostenimiento, solicitó otro por $1’570.000 pesos para adquirir un computador, del que debe cancelar cuotas mensuales de 43.000 pesos.

Señaló que por algunos problemas económicos, se retrasó en las cuotas mensuales del crédito mencionado, por lo que su caso pasó a pre jurídica con el ICETEX y le bloquearon la página para renovar el crédito semestral.  Por lo tanto, el 1º de agosto de 2016 se comunicó con el ICETEX con el fin de cancelar la deuda y quedar paz y salvo con la entidad,  de donde obtuvo como respuesta  que debía anexar unos documentos los que debía descargar, firmar,  poner la huella y enviarlos por correo electrónico para que le hicieran unos cobros administrativos, pero nunca le indicaron una fecha para enviar los documentos. Además, los empleados del ICETEX no le solucionaron el problema, pues sólo le dieron respuestas evasivas a sus peticiones, sin que le enviaran la correspondiente factura; por lo tanto, envió  un correo electrónico a la dirección prejuridicoicetex.gov.co  pidiendo copia de las grabaciones para establecer acciones legales, ya  que  sin el aporte económico del ICETEX, no podía continuar estudiando. 
Hizo un relato de las veces que intentó actualizar la información y renovar el crédito educativo en la UTP por la página del ICETEX antes que venciera el plazo,  lo cual no pudo hacerse dentro del término concedido, ya que cuando por fin pudo entrar a la página, se encontró con que debía valor de $158,29 y por esta razón se encontraba inhabilitado para restablecer el crédito. 
Indicó que sólo le falta el último semestre para estudiar en la UTP y las clases comenzaron el 8 de agosto del presente año, ya que no tenía lo necesario para el transporte, ni para alimentarse, por lo que al momento de instaurar la acción de tutela no había podido asistir a la  Universidad.  Por lo tanto, consideró vulnerados los derechos al  mínimo vital, a la dignidad humana y de petición.  

Por lo anterior, solicitó: i) tutelar los derechos fundamentales antes invocados; ii) ordenar al ICETEX que le desembolse el crédito de sostenimiento por el valor de 5 SMLMV, siendo de inmediato cumplimiento para poder asistir a las clases de este semestre; iii) al estar la página bloqueada por parte del ICETEX prejurídico, no ha podido hacer la actualización y posterior renovación;  iv) que se tomen las medidas respectivas contra los funcionarios  del ICETEX mencionados y se ordene una investigación en contra del ICETEX, a través del estudio de las grabaciones y llamadas que se efectuaron desde el 1 al 16 de agosto de 2016, y v) si no se cumple con lo solicitado en los dos primeros numerales, que los funcionarios del ICETEX asuma la responsabilidad económica porque de lo contrario le va tocar retirarse de la Universidad.
Se tuvieron como pruebas las aportadas con la demanda de tutela, visibles a folios 6 al 17. 
3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.2. ICETEX  
La Jefe Asesora jurídica de dicha informó que el accionante es beneficiario de un crédito con solicitud No.1780930 de la línea Acces, modalidad sostenimiento, otorgado el 27 de julio de 2012 para el período 2012-2 para cursar el 2º semestre del programa de Química Industrial en la UTP.

Indicó que al validar en los aplicativos del ICETEX  se evidencia  que el crédito con solicitud No.1780930 está en estado “sin actualizar datos” período 2016-2 con fecha de mayo 11 de 2016.  Por lo que la renovación es la manifestación del beneficiario de continuar con el crédito para la financiación de sus estudios en cada período académico y su autorización por parte del ICETEX, previo cumplimiento de los requisitos y procedimientos establecidos.  En tal sentido, aclaró que a la fecha el calendario de renovación de créditos para el período 2016-2 se encuentra cerrado, dado que se habilitó a partir del 16 de mayo de 2016 hasta el 7 de agosto de 2016, por lo tanto, no es procedente autorizar la renovación del crédito.
Así mismo, se pudo observar que como la sede de la UTP y de la residencia del accionante es Pereira, no es procedente acceder favorablemente a la solicitud de sostenimiento.

Indicó que mediante certificación expedida por la Vicepresidencia de Crédito y Cobranzas del ICETEX del 22 de agosto de 2016, se encontró que el accionante le fueron otorgados los créditos No.0195040222-5 modalidad ACCES-ACCES el cual se encuentra en época de estudios y al día, con un saldo de $20.045.37051 y el No.0205505497-8 modalidad ACCES- MI PC el cual se encuentra en época de amortización con un saldo vencido de $159.29. 
Consideró que no se han vulnerado los derechos fundamentales mencionados por el accionante y por lo tanto, solicitó denegar la demanda de amparo. (Fls. 20 y 21).   Adjuntó certificaciones del Grupo de Crédito del ICETEX  a nombre del accionante  (Fls. 22 y 23) 
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad mediante  sentencia del 31 de agosto de 2016 resolvió denegar la acción de tutela presentada por el señor Jorge Luis Acosta Vergara, toda vez que consideró que al no haber renovado su crédito en los términos establecidos por la entidad, el ICETEX no vulneró los derechos fundamentales invocados por el actor, máxime que la acción de tutela no es el mecanismo para reclamar beneficios o prestaciones económicas.  (Fls. 33-35).

El fallo anterior fue notificado personalmente al señor Jorge Luis Acosta Vergara el 1º de septiembre de 2016 (folio 36).

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 2 de septiembre de 2016, el accionante presentó escrito mediante el cual reiteró su solicitud de que se tutelen los derechos  fundamentales a la educación, y el mínimo vital,  considerando que el A quo no tuvo en cuenta que por negligencia del  ICETEX  no pudo actualizar la información tendiente a demostrar el pago de su crédito y que ahora lo tiene perjudicado para cursor el último semestre de química industrial en la UTP, máxime que es una persona de escasos recursos. 

Así mismo, indicó que existe un fallo a su favor emitido por el Juzgado 5º Laboral del Circuito de Pereira en el que se ordenó al ICETX que se abstente de vulnerar derechos fundamentales al accionante.

Para sustentar sus dichos, solicitó que se requiera al ICETEX que aporte el registro de llamadas entre el 1º y 16 de agosto de 2016 del fijo No.3463219 a la línea de “call center” de la entidad demandada (Fls. 38-40). 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación deberá establecer si la decisión adoptada por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad  de Pereira, fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario hay lugar a revocar la sentencia, bajo los argumentos expuestos por el impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. Derecho fundamental a la educación, según la jurisprudencia de la Corte Constitucional (Sentencia T-743 de 2013):

“El artículo 67 de la Constitución reconoce en la educación una doble condición de derecho y de servicio público que busca garantizar el acceso de los ciudadanos al conocimiento, a la ciencia y a los demás bienes y valores culturales. La relevancia de esa función social explica que la norma superior le haya asignado a la familia, a la sociedad y al Estado una corresponsabilidad en la materialización de esas aspiraciones y que haya comprometido a este último con tareas concretas que abarcan, desde la regulación y el ejercicio del control y vigilancia del servicio educativo, hasta la garantía de su calidad, de su adecuado cubrimiento y la formación moral, física e intelectual de los estudiantes. En cuanto a servicio público, la educación exige del Estado unas actuaciones concretas, relacionadas con la garantía de su prestación eficiente y continua a todos los habitantes del territorio nacional, en cumplimiento de los principios de universalidad, solidaridad y redistribución de los recursos en la población económicamente vulnerable. En su dimensión de derecho, la educación tiene el carácter de fundamental, en atención al papel que cumple en la promoción del desarrollo humano y la erradicación de la pobreza y debido a su incidencia en la concreción de otras garantías fundamentales, como la dignidad humana, la igualdad de oportunidades, el mínimo vital, la libertad de escoger profesión u oficio y la participación política.”
6.5.  DEL CASO EN CONCRETO

6.5.1.   En el caso sub examine, se observa que el  señor Jorge Luis Acosta Vergara es beneficiario de un crédito con el ICETEX denominado ACCES-ACCES en la modalidad de “sostenimiento” del cual le han realizado los desembolsos correspondientes en los siguientes períodos: 11/06/2012, 01/25/2013, 08/20/2013, 03/11/2014, 08/08/2014, 02/10/2015, 08/27/2015 y 02/25/2016 (folio 28).  Igualmente, tal como lo indicó el mismo accionante, el ICETEX le otorgó el crédito No.0205505497-8 para adquirir un computador, del cual se atrasó en el pago de algunas cuotas y cuando tuvo el dinero para cancelarlas, se presentaron inconvenientes en la plataforma electrónica de la página de la entidad demandada, lo que generó que el actor no pudiera actualizar la información pertinente ni renovar el crédito educativo dentro del término estipulado para tal fin, motivo que lo llevó a solicitar la intervención del juez de tutela al considerar que la falta de la cuota de “sostenimiento” le impedía continuar con sus estudios del semestre 10º de química industrial en la Universidad Tecnológica de Pereira.

6.5.2. De las pruebas arrimadas con la demanda de tutela, se advierten fotocopias de los siguientes documentos que dan cuenta de las actuaciones que el señor Acosta Vergara realizó tendientes a actualizar los datos respecto al pago de crédito para el “MI PC”, así : i) formato de solicitud de negociación de la obligación No.2000-685 del 28 de julio de 2016 (Fls. 7 y 8); ii) recibo del Baloto de “transacción rechazada” del “ICETEX PROPIOS” con fecha del 10 de agosto de 2016 a las 18:08:39 (folio 9); iii) consignación del Banco Caja Social por $378.642 del 11 de agosto de 2016 a las 09:23:38 (folio 9); iv)  recibo de pago en cobro pre-jurídico del ICETEX por $377.676.36 con fecha de corte 05/08/2016 (folio 10), v) recibo de pago en cobro pre-jurídico del ICETEX por $378.642 con fecha de corte 10/08/2016 (folio 11), vi) “pantallazo” de la página de web del ICETEX del 12 de agosto de 2016 (folio 12) y “pantallazo” de la página de web del ICETEX del 13 de agosto de 2016 en el que aparecen varias observaciones entre ellas “usted está inhabilitado para actualizar sus datos por atraso en el pago de sus cuotas mensuales…” (Folio 13).  
6.5.3. En tal sentido, insistió el impugnante que al haberse bloqueado la página del ICETEX, no fue posible tramitar la renovación de su crédito el mismo en el término dispuesto para ello.  Sin embargo, la Sala considera que esta situación fue generada por el propio accionante, quien no sólo se atrasó en el pago de las cuotas de su crédito denominado “MI PC”, sino que no actualizó los datos dentro del período asignado por el ICETEX y que aparece en la plataforma electrónica de la entidad así:  “La actualización de datos por parte del estudiante se debe realizar a partir del 16 de mayo de 2016 y hasta el 07 de agosto de 2016”, según copia del “pantallazo” de la página del ICETEX aportado por el señor Acosta Vergara, visible a folio 12. (Subraya nuestra, negrilla original). 

6.5.4.  Por lo anterior, en este caso en concreto se puede dar aplicación al principio conforme al cual nadie puede alegar en su favor su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), toda vez que como se dijo antes, el accionante es el responsable de los hechos que hoy alega por medio de la tutela y que procura subsanar por los problemas presentados al momento de actualizar los datos de su crédito cuando el mismo es conocedor de los trámites y términos para su renovación, si se tiene en cuenta que desde el año 2012 ha realizado varias solicitudes en tal sentido, lo que se infiere de las diferentes solicitudes que el actor ha realizado para los respectivos desembolsos en la mencionada página web (folio 15). Con respecto al principio antes aludido, la Corte Constitucional ha reiterado lo siguiente: 
“En efecto, si los hechos que dan origen a la acción de tutela corresponden a la actuación culposa, imprudente o negligente del actor que derivó, a la postre, en la vulneración o amenaza de sus derechos fundamentales, no es admisible que éste pretenda a través de la acción de tutela obtener el amparo de tales derechos, y por lo tanto, desplazar su responsabilidad en la ocurrencia de los hechos que fundamentan la solicitud de amparo a la autoridad pública o al particular accionado. Una consideración en sentido contrario, constituiría la afectación de los fundamentos del Estado de Derecho y del principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución política”.
 

“En síntesis, el principio general del derecho según el cual Nadie puede obtener provecho de su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), hace parte del ordenamiento jurídico colombiano. En consecuencia, en virtud de dicho principio, la prosperidad de la acción de tutela está condicionada a la verificación de que los hechos que la originan, no ocurrieron como consecuencia de la culpa, imprudencia, negligencia o voluntad propia del actor. Ello por cuanto, una consideración en sentido contrario, constituiría una afectación del principio en comento, y por lo tanto, de los fundamentos del Estado de Derecho y del principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución política”.
Así las cosas, este Tribunal no advierte vulneración alguna de los derechos fundamentales del accionante, quien a la fecha tiene un saldo pendiente de cancelar al ICETEX por la suma de $159.29, de acuerdo al certificado expedido por la Coordinación de Cobranza del ICETEX (folio 24) y sólo vino a presentar la demanda de tutela el 17 de agosto de 2016; es decir, luego del vencimiento del plazo para renovar su crédito que fue el 15 de agosto de este año (folio 13).  
6.5.5. Ahora bien, esta instancia obtuvo una copia del fallo de tutela mencionado por el accionante, mediante el cual el Juzgado 2º Civil del Circuito de esta ciudad el 11 de febrero de 2016 tuteló el derecho fundamental de educación al señor Acosta Vergara  y ordenó al ICETEX que procediera a realizar el desembolso reclamado por el mismo, el que según los hechos expuestos en esa demanda de amparo tienen que ver con el crédito de “sostenimiento” el cual había sido aprobado por el ICETEX desde el año 2012.  En dicha sentencia, el juzgado aludido le advirtió al Instituto  que se abstuviera de incumplir el contrato pactado con el accionante en caso de futuros desembolsos para que se evitara sanciones legales (Fls. 4-11, cuaderno de segunda instancia). Lo que significa que el accionante una vez demuestre que se encuentra al día con el ICETEX, podrá acudir solicitar el correspondiente desembolso  del sostenimiento, de acuerdo a la orden del Juzgado 2º Civil del Circuito de Pereira, o en su defecto, promover el respectivo incidente de desacato frente a este fallo.
6.5.6.  Así las cosas, la Sala insiste que en este caso en particular no se encuentra acreditada vulneración de los derechos fundamentales del accionante, toda vez que el ICETEX actuó conforme a los lineamientos dispuestos para el proceso de actualización y renovación de créditos que son dados a conocer a través de su página web.  Por tal razón, si el objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares”, tal como lo indica el Decreto 2591 de 1991, significa entonces, que tal mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o transgresión de las garantías fundamentales en cuestión.

Por las razones ahora expuestas, esta Sala confirmará la decisión de declarar la improcedencia de la acción de tutela interpuesta por el señor Jorge Luis Acosta Vergara en contra del ICETEX. 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida el 31 de agosto de 2016 por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad dentro de la acción de tutela interpuesta por el señor Jorge Luis Acosta Vergara en contra del ICETEX, de acuerdo a las consideraciones señaladas.
SEGUNDO: TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARIA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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